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033846-10-11-10
Bogotá D.C. 

Doctor

ARTURO BONILLA CORTES

Coordinador Área de Peaje

INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS INVIAS

Carrera 59 No. 26 – 60 CAN

Bogotá D.C.


Asunto

: Oficio No. 1-2010-061503 del 1 de octubre de 2010


Tema

: Peajes


Subtema
: Administración

Respetado Doctor Bonilla:

Mediante oficio radicado en esta Dirección con el número y en la fecha del asunto, en relación con el no pago de peajes, consulta usted si “desde el punto de vista fiscal y tributario… opera o no la prescripción para el cobro de la deuda a los usuarios de las estaciones de peaje del INVIAS, sin que haya mediado un proceso de cobro por jurisdicción coactiva; toda vez que al momento en que una persona incurre en el no pago la entidad solo puede registrar el vehículo infractor, mas no a su conductor, que puede o no ser propietario del automotor, lo cual dificulta la clara determinación del titular de la obligación”

Previo a la atención de su consulta, precisamos que las respuestas ofrecidas por esta Dirección se emiten en los términos y con los alcances del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, de manera que no son obligatorias ni vinculantes y no comprometen la responsabilidad de este Ministerio.

En primer término, es menester anotar que los peajes son considerados como una tasa toda vez que se trata de un cobro que se efectúa por la utilización de un bien público, para el caso concreto, la infraestructura de transporte de la Nación, es decir que se trata en esencia de un tributo, y como tal habrá entonces de tratarse para efectos de su administración y control. Lo anterior, se ve reforzado por lo expresado por la honorable Corte Constitucional, en los siguientes términos:

“ […] En este sentido, la teoría distingue entre tres categorías o formas de tributo: la primera es el impuesto, que además de reunir las características generales que más adelante se verán, tiene la particularidad de que quien lo paga no recibe una contraprestación directa del Estado. 

La segunda es la contribución, que el Estado establece igualmente con los mismos rasgos generales pero en la cual  la cuantificación del tributo y su causación misma, guardan una relación de causalidad con la acción del Estado que da origen a ella y con el beneficio que el particular recibe. El ejemplo más significativo es la contribución de valorización, cuya causa conceptual está en la construcción de una obra pública, la cual no se financia exclusivamente con las contribuciones pagadas por ese concepto, pero que beneficia individualmente al predio y en general a toda la comunidad. La contribución  está definida en el artículo 181 del Decreto 1222 de 1986 (Código de Régimen Departamental) como  el gravamen real sobre la propiedad inmueble. En consecuencia una vez liquidada, la contribución deberá ser inscrita en el libro que para tal efecto  abrirán los Registradores de Instrumentos  públicos y privados, el cual se denominará "Libro de anotaciones de contribuciones de valorización".

La tasa (o precio), finalmente, responde de manera particular a un servicio prestado con carácter general por el Estado pero que beneficia individualmente a quien ha de pagarla, y cuyo monto se considera remunera el servicio recibido. Ha sido ejemplo de ésta, en Colombia, la tarifa pagada por el servicio de ferrocarriles, el correo y, por supuesto, los peajes. (…)

Los bienes de uso público común o universal pueden ser gratuitos u onerosos. Generalmente el uso público universal es gratuito, por excepción puede no serlo. Así ocurre cuando se establece el pago de un peaje sobre ciertos caminos o puentes; cuando se exige el pago de una suma de dinero para tener acceso a  museos públicos, como jardines zoológicos o botánicos etc. Dada la naturaleza jurídica e índole del uso "común", su onerosidad debe necesariamente emanar de un texto legal o hallarse autorizada por éste. […]

En idéntico sentido, esa misma corporación expresó:

“[…] 3. El pago del peaje, tasa por la utilización de una vía pública.   (…)

El denominado "peaje" consiste en la tasa o retribución que el usuario de una vía pública paga por su utilización, con el fin de garantizar la existencia y el adecuado mantenimiento, operación y desarrollo de una infraestructura vial que haga posible y eficiente el transporte terrestre. […]”

Conforme a los apartados jurisprudenciales trascritos, no ofrece duda el hecho de que el peaje se trata en suma de una tasa como especie del género tributo. De tal manera, en punto a definir la competencia para adelantar las labores para su administración y control, se requiere ahora definir sus elementos estructurales, sirviéndonos para ello de lo normado por la Ley 105 de 1993, en los términos en que fue modificada por la Ley 787 de 2002, por corresponder su inquietud a los peajes establecidos por la Nación. Así, del análisis del artículo 21 de la Ley 105 de 1993, el hecho generador es la utilización del bien público constituido por la infraestructura de transporte a cargo de la Nación, así como de  servicios que la Nación o sus entidades descentralizadas presten a los usuarios accesoriamente a la utilización de la infraestructura Nacional de Transporte; la tarifa, será la determinada por la “entidad competente” para el caso el INVIAS, atendiendo al sistema y al método definido por la ley
; el sujeto pasivo será el usuario del citado bien público, o usuario de los servicios respectivos; y el sujeto activo será, la entidad pública propietaria del bien público, en este caso la Nación. En relación con este último elemento (sujeto activo), es menester detenernos para precisar que en este caso, las diferentes modalidades de sujeto activo preconizadas por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, confluyen en el mismo sujeto, esto es la Nación, pues actúa como sujeto activo de la potestad tributaria (representada por el Congreso Nacional); es el sujeto activo de la obligación tributaria como acreedor concreto de la prestación, y; es beneficiaria del tributo pues es quien finalmente dispone del recurso
. A este respecto, expresó esa alta corporación:    

“[…] 18- Esta Corporación considera que esos diversos entendimientos permiten precisar el significado de la noción de sujeto activo y el alcance del mandato del artículo 338 de la Carta, según el cual, los actos que crean los tributos deben precisar el sujeto activo del impuesto. En efecto, conforme al anterior análisis, y de acuerdo a ciertas distinciones elaboradas por la doctrina tributaria
, es posible atribuir tres significados a la noción de sujeto activo de un tributo. Así, de un lado, es posible hablar del sujeto activo de la potestad tributaria, que es la autoridad que tiene la facultad de crear y regular un determinado impuesto. De otro lado, es posible hablar del sujeto activo de la obligación tributaria, que es el acreedor concreto de la suma pecunaria en que, en general se concreta el tributo, y quien tiene entonces la facultad de exigir esa prestación. Y finalmente, podemos hablar del beneficiario del tributo, que es la entidad que finalmente puede disponer de esos recursos.

Ahora  bien, aunque a veces, en determinados tributos, una misma entidad ocupa simultáneamente estas tres posiciones, la Corte considera que es necesario distinguirlas, pues juegan un diverso papel constitucional, y en ocasiones suelen no coincidir. […]”

De lo hasta aquí expuesto, se colige que se trata de un tributo del orden nacional, y que por lo tanto su administración y control, que incluye las labores de fiscalización, liquidación oficial y cobro, corresponde a la Nación como sujeto activo de la obligación tributaria. En este orden de ideas, para el caso concreto, corresponderá entonces al Instituto Nacional de Vías INVIAS (como Nación), obrando como sujeto activo, la administración y control del tributo en punto a garantizar su efectivo recaudo, para lo cual, y ante la indefinición en las normas que regulan la materia de un procedimiento especial para ello, esta Dirección considera que la determinación oficial del tributo para aquellos sujetos pasivos que omiten su pago, deberá regirse por las normas del Código Contencioso Administrativo conforme lo establece el inciso segundo del artículo 1º de dicha normatividad según el cual “Los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales se regirán por éstas; en lo no previsto en ellas se aplicarán las normas de esta parte primera que sean compatibles”, en punto a constituir el título ejecutivo, que en los términos del artículo 68 ibídem, preste mérito ejecutivo para poder iniciar las labores de cobro que correspondan. En consecuencia, por tratarse de una actuación que debe ser iniciada de oficio, deberá aplicarse lo establecido al efecto por el artículo 28 y siguientes de la precitada norma.   
Siguiendo esta misma línea argumentativa, cumple entonces indicar, que en el caso por usted planteado, el sujeto pasivo de la tasa al no efectuar su pago deberá ser tratado como un contribuyente omiso, de manera que lo que procede inicialmente es la expedición del acto administrativo en el cual se determine la obligación a su cargo, con miras a la constitución de un título ejecutivo que permita, ahí sí, hablar de acción de cobro y por ende de su prescripción. Ahora, es menester precisar que la expedición del referido acto es la expresión de la administración mediante la cual ejerce su derecho a hacer exigibles las obligaciones a su favor; derecho que debe ser ejercido dentro de un término máximo, el cual al no ser definido dentro del Código Contencioso Administrativo, a juicio de esta Dirección, debe ser el establecido en el artículo 2536 del Código Civil para la acción ejecutiva, esto es cinco (5) años, que para este caso se contarán a partir del momento en el cual se omite el pago del peaje. Una vez vencido dicho término, sin que se haya expedido el acto administrativo en el que conste la obligación a favor de la entidad, prescribirá el derecho de la administración para determinar oficialmente la obligación y en consecuencia no se podrá dar inicio a proceso alguno de cobro administrativo coactivo. En este punto, atendiendo a su preocupación referente a que “la entidad solo puede registrar el vehículo infractor, mas no a su conductor, que puede o no ser propietario del automotor, lo cual dificulta la clara determinación del titular de la obligación”, esta Dirección considera que en principio, deberá requerirse a la persona que figure como propietario del vehículo en el registro terrestre automotor quien, dentro del trámite del proceso, tendrá la posibilidad de controvertir el dicho de la administración mediante el ejercicio de los recursos pertinentes en punto a demostrar que no es a él a quien corresponde el pago de la obligación pendiente, y que permitirá a la administración reconducir el proceso si es del caso.  

Ahora, en el evento en que la administración expida dentro del citado término el acto administrativo de determinación oficial y éste se encuentre en firme y debidamente ejecutoriado, se constituirá en el título ejecutivo que permita dar inicio a las labores de cobro administrativo coactivo, el cual, de conformidad con el artículo 2º de la Ley 1066 de 2006, deberá surtirse con apego al Estatuto Tributario Nacional, de manera que la prescripción de la acción de cobro será la establecida en el artículo 817 de dicho ordenamiento, cuyo término es de cinco (5) años contados, en este caso, a partir de la fecha de firmeza y ejecutoria del acto administrativo de determinación oficial de la obligación.  

En este estado de cosas, en respuesta a su interrogante, a juicio de esta Dirección, respecto de la tasa de peajes opera tanto la prescripción del derecho de la administración para hacer exigibles las obligaciones a su favor, como la prescripción de la acción de cobro, dependiendo de la instancia en que se encuentre, ya sea en determinación oficial o ya sea en cobro, fenómenos éstos que aunque diferentes conducen a la misma consecuencia, esto es a la extinción de la obligación.  

Sin perjuicio de lo anterior, no debe perderse de vista que nuestro sistema tributario se funda, entre otros y al tenor del artículo 363 superior, en el principio de eficiencia, el cual impone el mayor recaudo con el menor costo posible tanto para la administración como para el administrado, lo cual por contera exige la tasación de la relación costo-beneficio para definir la pertinencia o no de iniciar las acciones y procesos que sena del caso. Lo anterior, para señalar que sería conveniente verificar si los recursos que se estiman recuperar con estas labores se compadecen de los eventuales gastos en que se incurriría para su recuperación.         

Cordialmente

LUIS FERNANDO VILLOTA QUIÑONES

Subdirector de Fortalecimiento Institucional Territorial 

Dirección General de Apoyo Fiscal

Elaboró: César Escobar Pinto 
� Corte Constitucional Sentencia T-292 de 1993 Magistrado Ponente: ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO.


� Corte Constitucional Sentencia T-292 de 1993 Magistrado Ponente: ANTONIO BARRERA CARBONELL


� De conformidad con la autorización de que trata el inciso segundo del artículo 338 superior, según el cual “La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, como recuperación de los costos de los servicios que les presten o participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.”


� Indistintamente de que el recaudo estará a cargo de las entidades públicas o privadas, responsables de la prestación del servicio, según lo dispone el literal c) del artículo 21 de la ley 105 de 1993, modificado por el artículo 1º de la Ley 787 de 2002.    


� Así, la distinción entre sujeto activo de la potestad tributaria y sujeto activo de la obligación tributaria es ampliamente aceptada en la doctrina tributaria. Para un resumen de esas posiciones, ver Álvaro Leyva Zambrano et al. “Elementos de la obligación tributaria” en Derecho Tributario. Bogotá: ICDT, 1999, pp 427 y ss.


� Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-987 de 1999, Magistrado Ponente: Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO
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